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H. CONGRESO DEL ESTADO DE PUEBLA

I. ALCANCES DEL DERECHO AL ACCESO A LA CULTURA EN EL ESTADO DE PUEBLA

a. El Marco Jurídico en el que se consagra el derecho a la cultura está conformado por:
· La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

· La Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla.

· Ley de Cultura del Estado de Puebla.
El 30 de abril del 2009, se publicó en el Diario Oficial de la Federación las reformas a los artículos 4 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que elevan a rango constitucional el derecho de acceso a la cultura.

La reforma a la Carta Magna que adiciona párrafos a los artículos mencionados establece que toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en la materia, así como al ejercicio de sus derechos culturales.
Con esta reforma el Estado deberá promover los medios para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifestaciones y expresiones con pleno respeto a la libertad creativa, además de establecer los mecanismos para el acceso y participación a cualquier manifestación cultural.
De igual manera, el Congreso de la Unión está facultado para legislar en materia de derecho de autor y otras figuras de la propiedad intelectual relacionadas con las mismas, así como establecer las bases sobre las cuales la Federación, los Estados,  los Municipios y el Distrito Federal, coordinarán sus acciones tendientes a mejorar el acceso a la cultura.

Además, se establecen los mecanismos de participación de los sectores social y privado, con objeto de cumplir los fines previstos en el párrafo noveno del artículo cuarto de la Constitución. Que a la letra menciona : “Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales. El Estado promoverá los medios para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifestaciones y expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá los mecanismos para el acceso y participación a cualquier manifestación cultural.”1
La Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla, obliga al Ejecutivo del Estado a generar políticas públicas que fomenten, promuevan y protejan el patrimonio cultural de la entidad así como garantizar el acceso a la cultura de todos los habitantes de la entidad. En su artículo 57, faculta al Congreso del Estado para que pueda: “Expedir, reformar y derogar leyes y decretos para el buen gobierno del Estado y el constante mejoramiento económico, social y cultural del pueblo”.
De tal forma que derivado de esta obligación, la LVII Legislatura, el pasado 11 de diciembre de 2008, aprobó la nueva Ley de Cultura del Estado de Puebla, en la que se consigna explícitamente el derecho que todo habitante de la entidad tiene, a la creación, a la valoración de sus manifestaciones culturales, así como a la participación y disfrute de la vida cultural.
En consecuencia, el Gobierno del Estado asume el compromiso con el derecho que tiene todo individuo a la cultura, así como con la salvaguarda del amplio patrimonio cultural de la entidad, pues es indiscutible que a través de ello se contribuye al progreso de los habitantes del estado, en este sentido, el Plan Estatal de Desarrollo 2005-2011 como instrumento base de la política Social y combate a la Pobreza , establece como visión del Estado de Puebla en este rubro, lograr que sea una entidad federativa del conocimiento y la cultura, reafirmando la identidad de los poblanos y estimulando la evolución de sus raíces en las distintas regiones, además de propiciar el desarrollo sustentable y el respeto a nuestro patrimonio cultural y natural.
I. EL DISFRUTE DE LOS BIENES Y SERVICIOS QUE PRESTA EL ESTADO.

Es responsabilidad de la Secretaría de Cultura del Estado de Puebla, a cargo del Mtro. Alejandro Montiel Bonilla generar políticas públicas tendientes a rescatar, conservar y fortalecer las diferentes manifestaciones y expresiones culturales en el estado, así como la emisión de lineamientos que permitan la participación de los ciudadanos y es precisamente en este sentido que en el ordenamiento promulgado en el mes de diciembre de 2008 , se crea el “Consejo Poblano de Cultura” como un órgano de análisis y opinión en el que de manera conjunta representantes de los sectores público, privado y social, coadyuvaran al fomento de la participación ciudadana en los procesos relativos al desarrollo cultural de nuestro estado.

En el informe que presentó la Secretaría de Cultura correspondiente al ejercicio 2009 ante la LVII Legislatura del Honorable Congreso del Estado, se dieron a conocer las actividades emprendidas por esta secretaría que desde luego van acordes con los objetivos planteados por el Ejecutivo del Estado en el Plan Estatal de Desarrollo 2005-2011 y cabe resaltar que se invirtieron alrededor de 120 millones de pesos en diferentes rubros como son: la rehabilitación de espacios culturales,  la restauración de colecciones de arte, la difusión del patrimonio cultural, el fomento a la cultura popular y a diferentes manifestación de arte, así como el fomento a la lectura y a la formación artística. 

La Secretaría de Cultura ha impulsado iniciativas de trabajo con sectores vulnerables, generando un amplio programa dedicado a niños, jóvenes y adultos en hospitales y reclusorios; mujeres en situación vulnerable, personas invidentes, personas discapacitadas y adultos de la tercera edad, contribuyendo de esta forma a que todos los poblanos tengamos acceso a los bienes y servicios culturales que presta el estado.

II. EL EJERCICIO DE LOS DERECHOS CULTURALES.

Como ya se comentó en el capítulo I del presente trabajo, el derecho a la cultura está consagrado en la Carta Magna de nuestro país y por consecuencia en la Constitución Política del Estado de Puebla, El Gobierno del Estado, por medio de la Secretaría de Cultura, en conjunto con el Poder Legislativo, quien se encarga de actualizar las disposiciones legales en esta y otras materias, se han preocupado por garantizar el acceso y de vigilar en consecuencia, el ejercicio de los derechos culturales de los que habitamos este estado, para esto se llevan a cabo diversas acciones buscando integrar a todos y cada uno de los sectores de la sociedad desde el académico hasta los grupos indígenas, siempre con profundo respeto a la diversidad cultural e ideológica.

Si bien es cierto que para garantizar el correcto ejercicio de los derechos culturales, se requiere de la participación responsable y comprometida de la sociedad, también es cierto que el estado es el obligado para abrir espacios tanto de disfrute como de expresión cultural y pese a que los esfuerzos del gobierno son dignos de reconocer, aún falta mucho por hacer en el tema cultural si tomamos en cuenta que el 60% de la población en México nunca ha asistido a una Teatro, a una función de danza o a un museo.
Para enfrentar los retos que implica una sociedad globalizada, pero orgullosa de su gran riqueza cultural, se requiere de mayor presupuesto para cumplir a cabalidad con el compromiso de rescatar, preservar y fomentar el acervo cultural de nuestro estado así como promover la participación ciudadana y fomentar el talento artístico en la entidad.   
III. PARTICIPACIÓN CIUDADANA.

En México el acceso a la cultura ha sido muy limitado ya que los gobiernos se han conformado solo con cumplir con su función educativa, sin entender a ciencia cierta que no es lo mismo educación que cultura, por consecuencia el fomento de la cultura ha quedado relegado a programas con bajo presupuesto, sexenales, en el mejor de los casos, sin una visión incluyente de largo plazo y de alcances nacionales. Por lo tanto la sociedad civil ha tenido que asumir un papel cada vez más activo e importante en el desarrollo de proyectos culturales al margen, muchas veces, del gobierno y generalmente con bajo o nulo presupuesto.2
Actualmente las exigencias en el tema de cultura, rebasan las posibilidades del sistema gubernamental, que está preocupado por satisfacer las necesidades básicas de una población cada vez mayormente demandante. De allí la importancia de la participación ciudadana, de las redes y de la generación de recursos cada vez más eficientes, que impulsen desde la sociedad civil, proyectos culturales que no dependan de los escasos recursos que ofrece el gobierno, buscando, además involucra a toda la cadena económicamente productiva.
IV. USOS Y COSTUMBRES; COMUNIDADES INDÍGENAS.
Al observar a los seres humanos nos damos cuenta de que estamos determinados por una serie de variaciones que van desde sus rasgos físicos hasta sus diversos modos de vivir y costumbres. Estas diversidades se distinguen por su lenguaje, ideas, creencias, códigos sociales, técnicas, ritos, concepciones artísticas, éticas, religiosas y jurídicas, que se conciben de manera particular en cada sociedad y que, a la vez, son diferentes de las demás. Todos estos elementos propios del mundo humano forman a la cultura, o bien: “Aquel conjunto complejo que comprende conocimientos, creencias, arte, leyes, moral, costumbres, así como otras capacidades y hábitos adquiridos por el hombre como miembro de una sociedad”3
En las comunidades indígenas dispersas a lo largo y ancho del país, se siguen practicando formas propias de autogobierno rigiéndose por sus sistemas normativos, que han evolucionado desde los tiempos pre-coloniales conocidos como “usos y costumbres”. Es importante entender que el término “usos y costumbres” no se refiere a un código informal de creencias religiosas, culturales y sociales sino a un sistema de normas colectivas que ha sido integrado en las comunidades indígenas a través de los siglos, un sistema que como todos no es infalible pero que ha probado su flexibilidad, coherencia y capacidad de coexistir con el Estado moderno.4
Francisco López Bárcenas, abogado mixteco y experto en derechos indígenas, sostiene que “usos y costumbres” es un término poco adecuado y mejor sería referirse a los sistemas normativos indígenas, como el sistema de cargos,  para señalar su validez política, jurídica y cultural.
El sistema de cargos regula la vida comunitaria de muchas comunidades indígenas y semi-indígenas. Miles de ciudadanos de la entidad, viven bajo sus normas y principios, así que el reconocimiento del sistema de cargos y los usos y costumbres han sido una demanda importante del movimiento indígena sobre todo en el sur de México.

El sistema de cargos está conformado por un cierto número de obligaciones, o responsabilidades comunitarias, reconocidos y respetados por los miembros de la comunidad. Los responsables de cargos llevan un bastón símbolo del mandato que les ha dado la comunidad. Los cargos se turnan entre los miembros adultos de la comunidad, generalmente hombres, en forma rotativa, duran un año, aunque en algunos casos pueden ser hasta tres. Después del periodo del cargo, la persona regresa a sus actividades normales y no tiene que responsabilizarse de otro cargo por un tiempo relativamente largo. Los cargos no son remunerados y pueden absorber entre la mitad y la totalidad de las horas laborales.

Los mandatos dentro del sistema de cargos ascienden en prestigio y responsabilidad a lo largo de la que ha sido llamada la escalera cívico-religiosa, porque en el transcurso de la vida la carrera de cargos alterna entre los religiosos y los cívicos. En sistemas todavía integrados, los miembros de la comunidad no distinguen entre los dos tipos de responsabilidades. Sus vidas religiosas y cívicas se entrelazan dentro de la cosmovisión indígena en donde almas, animales, plantas y clima, dioses y santos juegan papeles indivisibles e interdependientes.

V. COMPETENCIAS.

La política cultural nacional compete lo mismo a las instituciones federales que a las instituciones locales. Se trata de construir una serie de consensos con el pleno respeto a la gestión cultural de cada uno de los estados y de los municipios también; y por otra parte ver la manera de cómo se articula el sector público con el sector privado. Me parece que el concepto de corresponsabilidad es fundamental en ese sentido. Frente a la insuficiencia de recursos públicos en materia cultural, necesitamos mejores mecanismos que involucren al sector privado.
No se trata de suponer que la vida cultural está determinada por el sector público nada más, ni de suponer que se excluye, desde luego que existen tareas que son responsabilidad pública federal por ejemplo la protección del patrimonio, nadie pretende que eso deje de ser una responsabilidad estrictamente federal a cargo de las instituciones públicas. Sin embargo, me parece que la inmensa mayoría de los temas culturales permiten y casi diría exigen, por la realidad que los envuelve, una plena articulación con un sentido de corresponsabilidad. 
Hablo de corresponsabilidad porque la gestión cultural pública no excluye la participación del sector privado. Tan es así que las instituciones públicas pueden contar con patronatos privados que apoyen la gestión pública y también las organizaciones de derecho privado pueden contar con recursos públicos que las apoyen. 
VI. OTROS.

Uno de los desafíos sociales y políticos de la naciente democracia mexicana será instrumentar los mecanismos político, institucionales, incluyentes de la diversidad cultural. En el contexto de la globalización y el cambio cultural en México, es importante conocer la relevancia que tiene la cultura y la defensa del patrimonio cultural enarbolados en los movimientos sociales como un instrumento político para enfrentar la desigualdad, los rezagos históricos y la marginación estructural. “Una política realmente democratizadora debe comenzar desde la educación primaria y media, donde se forma la capacitad y la disponibilidad para relacionarse con los bienes culturales y debe abarcar un conjunto amplio de medios de difusión, crítica y análisis para redistribuir no sólo las grandes obras sino los recursos subjetivos necesarios para apreciarlas e incorporarlas”5
CONCLUSIONES

Para garantizar el correcto ejercicio del derecho a la cultura, es de suma importancia el compromiso que asuma el gobierno federal y estatal en el ámbito de sus competencias, de igual forma la participación ciudadana juega un papel determinante en este proceso que implica una corresponsabilidad con las instituciones públicas. En la medida en que la ciudadanía participe haciendo uso de los bienes y servicios culturales que el gobierno ofrece, convirtiéndose a la vez, en una sociedad demandante de cultura, el gobierno tendrá que destinar mayores recursos para brindar más y mejores oportunidades de acceso, rescate, fomento y preservación de la cultura en nuestro estado.
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